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INTRODUCCIÓN

Este trabajo “Miradas y Propuestas feministas al Pacto de Toledo” analiza las
recomendaciones aprobadas por el Congreso de los Diputados el 19 de noviembre
de 2020 para la reforma del sistema de pensiones, cuarta reforma en 25 años. Estas
Recomendaciones servirán de líneas básicas en la negociación de la reforma de las
pensiones que deberá producirse entre el Gobierno y los agentes sociales y, por lo
tanto, marcarán las condiciones de las pensiones futuras de hombres y mujeres en
nuestro país.

El estudio parte del contexto actual, de la situación de desigualdad de las mujeres en
el mercado laboral y como consecuencia, en el sistema de pensiones desde el
necesario escenario social de la división sexual del trabajo. Analizando cada una de
las recomendaciones que el Acuerdo hace para la futura reforma de las pensiones,
las ponemos en el marco de las realidades constatadas de la desigual situación de
las mujeres. Esta situación tiene claros activadores: el menor acceso de la mujer al
trabajo asalariado, las peores condiciones laborales y todo ello por el rol social de
las mujeres relacionado con la división sexual del trabajo, la maternidad y los
cuidados. El sistema empuja a muchas mujeres a la dependencia económica del
cónyuge, la precariedad durante su vida laboral y la pobreza en muchos casos
durante toda su vida.

El sistema de pensiones es un componente principal del Estado del Bienestar y
constituye una pieza básica para la cohesión y estabilidad social y que, por mandato
de nuestra Constitución debe ser justo, equilibrado y solidario. Todas las brechas de
género son inaceptables, pero en la situación de pensionista es especialmente lesiva
e injusta por la mayor esperanza de vida (promedio de 5 años superior a los
hombres) y las mayores necesidades de atención a la salud de las mujeres ya que
alcanzamos dichas edades en peores condiciones, con niveles de salud más bajos y
más posibilidad de llegar en situación de pobreza y dependencia. Combatir esa
brecha es una necesidad política, social y colectiva y debe ser atacada desde sus
orígenes.

Nuestro trabajo pretende contribuir con estrategias feministas a dar un nuevo
enfoque a las recomendaciones del Pacto de Toledo, obteniendo un mejor
conocimiento del impacto que las medidas del mismo puedan tener en la situación



de las mujeres en todos los ámbitos y explorando los siguientes aspectos de cada
una de las recomendaciones del Informe:

Analiza en qué medidas se hace mención expresa a las desigualdades entre sexos y
cuál es el enfoque que toman las mismas. De igual manera observamos qué
incidencia tiene para las mujeres cada medida concreta, teniendo en cuenta las
desigualdades existentes como las lagunas de cotización, las peores condiciones
laborales y la división sexual del trabajo ya sea asalariado o no.

En las medidas generales observamos si se tienen en cuenta las especificidades y
nos preguntamos quiénes se verían especialmente beneficiados o perjudicados por
los cambios que se proponen.

En consonancia con todo lo anterior proponemos medidas complementarias y/o
alternativas a las expuestas en el IPT para el establecimiento de una escenario más
igualitario.

En definitiva, hemos analizado el Informe del Pacto de Toledo con la necesaria
perspectiva feminista para conocer su incidencia en las condiciones de las mujeres.

Trabajar desde el feminismo el equilibrio general que entendemos debe mostrar el
Informe de la Comisión del Pacto de Toledo resulta necesario, por supuesto no a
posteriori. Así nos preguntamos cómo no cuenta el Informe del Pacto de Toledo con
un más que necesario Informe de Impacto de Género.

Consideramos una nueva oportunidad perdida tanto de la Comisión como del Pleno
del Congreso, ya que sin esa necesaria perspectiva transversal en todo el texto las
recomendaciones dirigidas a la negociación en el marco de la concertación social
deberían trabajar en ese sentido. Si no es así, las medidas legales que se adoptarán
tendrán el déficit de la lucha por la igualdad.

Creemos que nuestro trabajo supone un paso necesario en el contexto social y
político del Pacto de Toledo, la concertación social y el sistema de pensiones.
Nuestra contribución se centra en la consideración de la realidad social, laboral y
económica a la hora de elaborar las reformas del Sistema de Pensiones, no
únicamente aquellas que se refieran a la maternidad o los empleos feminizados. La
división sexual del trabajo y la estructura social patriarcal implantada a través de la
realidad opresora del género afecta a todos los ámbitos de la vida de las mujeres,
que terminan afectando a sus condiciones salariales y en consecuencia, de su
jubilación.

Para eliminar esta desigual situación se están tomando medidas normativas de las
que aún no podemos analizar su impacto (Real Decreto 902/2020, de 13 de octubre,
de igualdad retributiva entre mujeres y hombres), aun así hay otras políticas públicas
que deben ser tenidas en cuenta. Para muestra: dos terceras partes de las mujeres
con discapacidad son inactivas en empleo asalariado y se requiere de unas medidas
concretas que palien dicha situación, sin embargo el informe se limita a tener en
cuenta a las mujeres pensionistas con discapacidad en lo relativo a su rol de madres
y cuidadoras.



Las propuestas generalistas pueden tener una respuesta positiva igualitaria para
todos los colectivos por lo que no implicará solventar desiguales situaciones o,
pueden agravar más la situación de colectivos más desfavorecidos por no tener en
cuenta cómo afrontar la eliminación de las desigualdades estructurales, obligación
de que deben ser afrontadas por los poderes políticos.
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MIRADAS Y PROPUESTAS FEMINISTAS
AL PACTO DE TOLEDO

Fórum de Política Feminista

“Es por ello que sostengo la legitimidad de la economía feminista,
así, sin eufemismos, para articular transiciones justas

hacia el necesario cambio de modelo social.”

Carmen Castro
VI Congreso de Economía Feminista

El sistema de pensiones contributivas es un componente principal del Estado del
Bienestar en nuestro país y constituye una pieza básica para la cohesión y
estabilidad social y que por mandato del nuestra Constitución debe ser justo,
equilibrado y solidario.

El Pacto de Toledo fue un texto aprobado por el pleno del Congreso de los
Diputados de España durante la sesión del 6 de abril de 1995 (V legislatura) cuyo
origen es una propuesta de CiU, referente al «análisis de los problemas
estructurales del sistema de seguridad social y de las principales reformas que
deberán acometerse». Debe su nombre a que el acuerdo final se fraguó en una
reunión en el Parador de Toledo, por consenso, entre representantes de
PP-PSOE-CiU e IU.

Con el objetivo era "sacar" las pensiones del debate electoral, a partir de ese
momento las reformas en la Seguridad Social se pretendían que fueran adoptadas
desde el consenso pensando en la sostenibilidad del sistema a largo plazo. Siempre
puede existir la tentación de que los gobiernos de turno eludan hacer reformas poco
populares con reformas cuyos frutos no se recogerían hasta 15 ó 20 años más tarde.

Del mismo modo, la oposición también podría caer en la tentación del electoralismo,
sabiendo que es un tema que dañará al Gobierno. Incluso aunque crean que es
necesario ajustar las cuentas de la Seguridad Social, el incentivo para el resto de
partidos es oponerse y poder decir a los votantes que ellos dijeron no a una reforma
que, sí o sí, va a implicar recortes en las pensiones del futuro. Para evitar eso, se
hizo el Pacto de Toledo
La XIV Comisión del Pacto de Toledo emitió el Informe de Evaluación y Reforma del
Pacto de Toledo1 el pasado 27 de octubre.

Dicho informe contiene 21 recomendaciones, medidas consensuadas y que fueron
ratificadas y aprobadas en el Pleno del Congreso de los Diputados el 19 de
noviembre de 2020 con 262 votos a favor, 2 en contra (CUP) y 78 abstenciones,
tanto a derecha como a izquierda (Vox, ERC, Bildu, BNG y Foro Asturias).

Es importante tener presente que en los últimos 25 años el Pacto de Toledo presenta
un balance de cuatro reformas pactadas del Sistema de Pensiones, la última en
2011, de esto hace ya 10 años, y que de no existir acuerdo en el Pacto de Toledo o
en la negociación y concertación social, como son los casos de 1985 y 2013, el
resultado será de conflicto laboral y social.



En Fórum de Política Feminista hemos realizado un examen de las 21
recomendaciones del Informe desde la perspectiva feminista, observado la
incidencia que en las mujeres y sus pensiones tendría cada una para paliar y reducir,
hasta su eliminación, la desigual situación que sufrimos en la sociedad, el mercado
laboral y como consecuencia, en el sistema de pensiones.

Contexto

¿Cuál es la situación actual de las mujeres en el Sistema de Pensiones? De qué se
trata cuando hablamos de la brecha entre mujeres y hombres en las pensiones?

La posición de las mujeres en el Sistema de Pensiones es de clara desventaja
respecto a los hombres. Las mujeres representan el 52% del total de personas
beneficiarias del Sistema, y la media de pensión que percibimos es de 829,45 €,
mientras que la media de la pensión de los hombres es de 1.253,38€ 2.

Por lo tanto, habría que incrementar 51,10% la pensión de jubilación que
perciben las mujeres para su equiparación con la media de los hombres. Esa es
la brecha entre mujeres y hombres en el sistema de pensiones: 51,10%.

Hay un claro predominio de las mujeres en las pensiones no contributivas ya que
somos el 64,99% del conjunto de beneficiarios de esta modalidad3.

Si vemos el dato con otra perspectiva, más de 5 millones de mujeres perciben
pensiones cuya cuantía media no alcanza el SMI, que en 2021 es de 950€/mes.

La deducción es clara, no existe igualdad real en el Sistema de protección. Si
comparamos la posición de la mujer en el mercado laboral, somos el 46% de las
cotizantes4 y el 52% de las pensionistas del sistema contributivo2, comprobamos que
brecha pasa del 27% al 51,10%.

Un estudio de Adecco5 de marzo de este año arroja unos datos que son
esclarecedores para conocer las condiciones reales de las mujeres: el 28% de las
mujeres entre 16-64 años está en riesgo de exclusión, 8 puntos porcentuales más
que los hombres (1 de cada 3). Debemos tener en cuenta que el estudio no refleja
todos los datos de la pandemia, que aportaría peores cifras.

Esta situación se agrava para las mujeres discapacitadas, las mayores de 55,
mujeres con responsabilidades no compartidas o si es Víctima de violencia de
género. Si está en alguna de estas situaciones, se verá con serias dificultades de
encontrar empleo.

Si hablamos de mujeres de 55 años o más y en desempleo, el riesgo de pobreza se
eleva al 64%, a esto le añadimos el aumento de las denuncias por Violencia
Machista que se ha incrementado un 14% durante la pandemia.



La pregunta es ¿Qué pasará con estas mujeres en 10 años? ¿Qué medidas reales
recomienda el Pacto de Toledo para ellas?

Esta es la realidad material, económica, laboral de las mujeres en nuestro país. Una
situación identificada y de clara desventaja producto de la división sexual del trabajo,
tanto del asalariado como del no asalariado y el rol asignado por ser mujeres.

Y con la perspectiva feminista de ver qué aporta cada recomendación para afrontar
esta situación analizamos cada una de las recomendaciones del Informe del Pacto
de Toledo:

0. Defensa del mantenimiento y mejora del sistema público de pensiones

1. Consolidación de la separación de fuentes y restablecimiento del equilibrio
financiero
2. Mantenimiento del poder adquisitivo y mejora de las pensiones
3. Fondo de reserva
4. Integración y convergencia de regímenes
5. Adecuación de las bases y periodos de cotización.
6. Incentivos al empleo.
7. Modernización e información al ciudadano.
8. Gestión del sistema.
9. Mutuas colaboradoras con la Seguridad Social.
10. Lucha contra el fraude.
11. Contributividad.
12. Edad de jubilación
13. Prestaciones de Viudedad y Orfandad
15. Solidaridad y garantía de suficiencia
16. Sistemas complementarios
17. Mujeres y Seguridad Social.
17 bis. Juventud y Seguridad Social.
18. Personas con discapacidad.
19. Trabajadores migrantes.
19 bis. Seguridad Social y Economía Digitalizada.
20. Control parlamentario, seguimiento, evaluación y reforma del Pacto de
Toledo.

Estas son las recomendaciones del Informe aprobadas en el Congreso, la número
17 es la reservada por el Informe a las mujeres.



Esta distinción de contar con la recomendación 17 dedicada a las mujeres en el
Pacto de Toledo apareció por vez primera en 20106 y abogaba por “una integración
laboral acorde con las aspiraciones de las mujeres”.

En esta ocasión, 10 años más tarde, reconoce el poco éxito de las medidas
adoptadas ya que han sido coyunturales y no estructurales y no han logrado una
equiparación efectiva en la cobertura de mujeres y hombres. Más tarde retomaremos
la Recomendación 17.

Nos centraremos únicamente en algunas de las recomendaciones, imposible hacerlo
de las 21, y lo haremos en referencia al impacto que tendrían sobre las mujeres y
cómo aportarían (o no) a la mejora de su situación.

Los objetivos básicos de las Recomendaciones persiguen garantizar tanto la
adecuación y suficiencia de la acción protectora como la sostenibilidad financiera del
sistema de Seguridad Social y se pueden agrupar en los siguientes bloques:

Objetivos
Financiación
Acción protectora
Gestión del Sistema
Incentivos al empleo “Colectivos”

Siendo justas, debemos empezar por lo positivo. El acuerdo contiene
recomendaciones de medidas generales que forman parte de nuestras
reivindicaciones y con las que por supuesto, estamos de acuerdo:

Que el Estado asuma los gastos impropios desde los Presupuestos Generales y
estos no recaigan en los fondos de las cotizaciones, entre ellos los descuentos en
cotizaciones por planes específicos de empleo o los gastos de personal. Total de
20.000 mill€.

Otra de las medidas positivas ha sido recuperar la revalorización de las pensiones
con el IPC y abandonar el coeficiente de sostenibilidad que introdujo la reforma del
2011.

Una de las reivindicaciones más importantes que tenemos es la dignificación de las
pensiones mínimas que veremos enseguida y que no consta en ningún lugar, en
cambio se abren las puertas a la jubilación más tardía o el fomento de planes de
pensiones privados.

Repasamos algunas de las propuestas del Informe para comprobar los puntos de
encuentro con la perspectiva feminista.

R.2 Mantenimiento del poder adquisitivo. Mejora de las pensiones.

El Informe propone la revalorización al IPC real. Y lo consideramos positivo, desde
luego más favorable y acorde que el factor de sostenibilidad. No queremos depender
de previsiones y cálculos de esperanzas de vida ni de estadísticas. Debemos



trabajar con realidades y verdades materiales en cuanto a la revalorización de las
pensiones.

Del total de las personas beneficiarias del sistema de pensiones el 52% somos
mujeres y en las que se invierte el 42% de la nómina de la Seguridad Social.

En 2021 el incremento de la nómina fue de 0,9%. Por pensiones medias, esta subida
tuvo este impacto:

La de los Hombres se incrementó 10€ y
La de las Mujeres 6,5€.
Las no Contributivas (64,61% mujeres) se incrementaron con políticas de
refuerzo, subiendo un 1,8%, eso es 7€, hasta alcanzar los 402€.

En este momento el IPC interanual7 se sitúa en un 2,7 por ciento. Debemos tener
en cuenta que para el cálculo del IPC tiene más peso el ocio o una tablet que
productos de primera necesidad como el pan o la carne.

El nivel de pobreza lo sitúa el INE8 en un hogar con una sola persona en 9009€.
Añadimos que el 65% de las mujeres pensionistas tienen una nómina inferior a esa
cantidad. Las pensiones mínimas contributivas para personas de 65 años o más
serán de 654,60 euros al mes y 9.164,40 euros al año.

Por otro lado, en el año 2021 el complemento a mínimo no podrá supera los 402,8€,
que es la cuantía de la pensión no contributiva, si la persona trabajadora ha
generado una pensión de 200€, no cobrará la pensión mínima, sino 602,8€9, cuantía
muy por debajo del nivel de pobreza. Un millón de mujeres cobran complementos a
mínimo y son menos de 700.000 los hombres en igual situación.

La propuesta del Pacto de Toledo de mejora de las pensiones revalorizando el IPC
es una medida general sin impacto concreto en la reducción de la brecha de las
mujeres pensionistas ni para combatir la situación de pobreza en la que se
encuentran.

_ Situar la pensión mínima por encima del umbral de pobreza al menos, es nuestra
propuesta, algo que ya se ha hecho con anterioridad. Las pensiones mínimas ya
tuvieron un incremento por encima del IPC con el gobierno de Zapatero.

_ Elevar la cuantía de los complementos a mínimo. Igual medida proponemos para
las No contributivas. Dignificación. Medidas transitorias que tenga el impacto positivo
de ingresos mínimos que permitan alejar a las mujeres de la situación de pobreza.

Nos centramos ahora en medidas con claro impacto negativo en las mujeres debido
a su realidad laboral.

R12. Edad de Jubilación

Esta recomendación es una vuelta de tuerca que endurecerá́ aún más las
condiciones para alcanzar la jubilación, ya que uno de los grandes objetivos es
retrasar la edad de jubilación real abogando por la permanencia de las personas



trabajadores en activo para que la edad real de jubilación se aproxime a la legal (66
años o 65 años de edad cuando se acrediten 37 años).

También el Pacto de Toledo apuesta por «conceder una mayor relevancia a la
carrera de cotización del trabajador en la determinación de la cuantía de su
pensión», esto es, ampliar el número de años de cotización para el cálculo de la
base reguladora, lo que provoca generalmente una reducción de la pensión media.

Volvemos la mirada a la situación de las mujeres:
● Sólo 20% de las empresas están dispuestas a contratar a mujeres de 55 años

o más. (ADDECO)

● Incremento paro interanual en las mujeres 21,6% (EPA COVID19).

● De cada 10 personas que van al paro por cuidados, 8 son mujeres.
(EPA/INE10 )

El Pacto propone que la jubilación anticipada debe quedar reservada a
trabajadores con largas carreras de cotización, y aquí nos enfrentamos de nuevo
a la situación laboral de las mujeres,

● Los datos de paro antes expuestos.

● Los trabajos a tiempo parcial.

+ De cada 100 contratos TP, 75 son mujeres10. Son contratos
incentivados por el propio fondo de pensiones, algo perverso, la verdad. Señalar
también que la Inspección de trabajo no tiene como objetivo acabar con los abusos
en este tipo de contratación.

+ 25% contratos de mujeres son a TP y 7% hombres10.

+ 20% declara involuntariedad en la parcialidad a la que recurren por
cuidados10.

Las medidas planteadas claramente perjudican a las mujeres por su situación en el
mercado laboral.

La R. 17. Mujeres y Seguridad Social.
La literalidad de la recomendación número 17 es la siguiente “Se deben adoptar
medidas de carácter estructural para conseguir la equiparación de la cobertura por
pensiones entre mujeres y hombres y potenciar la corresponsabilidad entre géneros
(sexos)” Unas directrices laxas y generalistas que muestran un discurso vacío frente
a la realidad laboral y como pensionistas de las mujeres en nuestro país.

Basan sus sugerencias en 6 ejes.

1.- Acometer de manera enérgica la cuestión de los cuidados, para que las
mujeres no generen vacíos de cotización por este hecho.

La única propuesta que sobre este asunto hace el Acuerdo es el fomento de la
corresponsabilidad entre mujeres y hombres en el ámbito del hogar. Así habla de
permisos parentales como fórmula para evitar la perpetuación de los roles de
cuidados. En resumen deriva la responsabilidad de la corresponsabilidad al hogar.



2.- Igualdad Retributiva. Aquí plantea que se deben tomar dos caminos; uno, la
igualdad de las bases reguladoras, esto es, los salarios, y en segundo lugar vuelve
al mantra de fomentar la corresponsabilidad en casa.

Con respecto a la igualdad salarial reivindica el RD 902/ 2020 de igualdad
retributiva, del que aún no podemos hacer un balance. Sólo anotar que los datos
aportados por el Gobierno sobre los ERTES por ejemplo, no se desagregan por sexo
por la Administración y sería un buen indicador salarial en la era COVID que pasará
inadvertido. Es preocupante la falta de datos segregados que se están produciendo
en esta crisis, ya que supone un duro retroceso en los análisis de las desigualdades
entre mujeres y hombres.

3.- Correcciones necesarias para evitar perjuicios derivados de la involuntariedad de
los vacíos de cotización. Las medidas adoptadas en cuanto a los complementos de
pensiones por maternidad y paternidad en su caso sí cumplen los requisitos, son
medidas no estructurales, aunque positivas.

Incluye el acuerdo, al hablar de vacíos de cotización a las trabajadoras del hogar y
su régimen especial, cosa poco coherente y lo hace en referencia a la no ratificación
del Convenio OIT.189, que desde luego se antoja cínico por parte del Informe.

4.- Trata sobre Tiempo parcial respecto a posibles reformas que corrijan
tratamientos discriminatorios en los periodos de carencia. Resulta cuanto menos
llamativo que en este asunto curiosamente no hable de corresponsabilidad, cuando
las estadísticas hablan de el alto índice de mujeres que deben optar por este tipo de
contrato, jornada y por tanto salario por tener a cargo los cuidados de mayores o
menores. También conocemos los datos de abandonos del empleo por el mismo
motivo.

5.- Rentas mínimas y revisión de la pensión de viudedad para alcanzar un umbral de
garantía universal, suficiente y digno. Repensar la viudedad.

6.- Y un último eje. Se hace desde el Pacto un llamamiento al principio de
transversalidad en la elaboración de cualquier norma o cualquier política para
garantizar el nulo impacto de género negativo. Aquí es imposible no hacer referencia
a que el mismo Informe de recomendaciones carece de lo que exige ya que no se
encuentra acompañado de un informe de impacto de género de las medidas
propuestas.

Queda constancia en esta recomendación n.º 17 que los poderes políticos y públicos
en ningún momento se sienten corresponsables de eliminar la discriminación por
razón de sexo, ya que no aporta ninguna referencia a políticas públicas que implique
la corresponsabilidad del Estado y las administraciones.

Siendo un apartado específico para las mujeres esta recomendación acomete la
situación desde nuestro papel de cuidadoras sin dar un paso más allá como sería un
cambio estructural social para la desaparición de la diferencia por sexo,
desfamilirización de los cuidados con medidas que fomenten la corresponsabilidad
del Estado.

R. 18. Personas con discapacidad
Compartimos con la Comisión que las personas con discapacidad son un
colectivo especialmente vulnerable para el que los poderes públicos deben



establecer su acción prioritaria, tanto en términos de cobertura social, como
de incorporación al mercado de trabajo en coordinación eficaz con las políticas
activas de empleo.

El empleo es la clave. Las diferencias en cuanto a actividad, empleo y paro con la
población sin discapacidad son abismales y el paso de los años no parece reducir
las brechas existentes, sólo 1 de cada 4 personas con discapacidad se encuentra
actualmente trabajando. La temporalidad asciende al 90%. Las contrataciones a
personas con discapacidad sólo representan el 1’6% del empleo creado en 2019,
cifra que se va a reducir pues la pandemia ha ocasionado la pérdida del 32% de los
puestos de trabajo de este colectivo.

Los Centros Especiales de Empleo representan el 24,6% de las contrataciones
anuales, pero esta modalidad se está convirtiendo en un fin, en lugar de constituir un
medio para llegar a la empresa ordinaria. El 60% de las empresas no cumple con
la cuota de reserva para personas con discapacidad, sólo un 1,9% del personal
asalariado en empresas ordinarias es personal con discapacidad.

La tasa de riesgo de pobreza o exclusión social para las personas con discapacidad
es del 32,5%, cinco puntos por encima de la población general, y del 20,5% incluso
entre las que tienen empleo. Los salarios de las personas con discapacidad son un
17,3% más bajos que los del resto de la población, siendo que dentro del colectivo
también se reproduce la brecha salarial entre mujeres y hombres en un 19%. El
33,2% de las personas con discapacidad en edad laboral no perciben ninguna
prestación.

Las mujeres con discapacidad representan el 42,6% y dos terceras partes son
inactivas. En relación a las cifras de más arriba con las que hemos reflejado la
precaria situación del colectivo, su situación es generalmente peor que la de los
hombres. Destacamos que su salario medio es 3.300€ menor al de los hombres con
discapacidad, con una brecha salarial del 19% con respecto a los hombres con
discapacidad, y un 16,6% inferior al de las mujeres sin discapacidad. Sólo el 21,4%
de las mujeres con discapacidad ocupadas tenía algún tipo de reducción o
bonificación en las cotizaciones, frente al 30,9% de los hombres en las mismas
circunstancias. 11

Según estos datos, es necesario intensificar la acción legislativa para conseguir la
plena integración de las personas con discapacidad en el mercado de trabajo
ordinario, haciendo corresponsable tanto al sector privado como al público, de forma
que no haya que hacer un sobreesfuerzo en materia de prestaciones, siempre
insuficientes, para evitar su exclusión.

Se debe avanzar de manera urgente y significativa en medidas legislativas que
derriben las barreras materiales de acceso al trabajo para estas personas, como la
recientemente aprobada en el Real Decreto 368/2021, de 25 de mayo, sobre
medidas de acción positiva para promover el acceso al empleo de personas con
capacidad intelectual límite.

R. 19 bis. Seguridad Social y Economía Digitalizada



En cuanto a las nuevas formas de trabajo derivadas de la digitalización de la
economía, podemos afirmar que reproduce sin lugar a dudas la desigualdad que
impera en el mercado laboral.

La economía de plataformas no sólo reproduce la división sexual del trabajo en los
servicios que ofrecen, estando los hombres en las profesiones masculinizadas como
reparación o conducción y las mujeres en los cuidados y la limpieza, con menor
retribución, sino que además los criterios que usan los algoritmos para fijar los
salarios, como el momento del día en el que trabaje, el número de horas o la
rapidez de la entrega, reproducen los sesgos existentes que ensanchan las
brechas de desigualdad.

Por otro lado, los tribunales han demostrado los abusos y el fraude de estas formas
de trabajo, y la respuesta ha sido regular, mediante la Negociación Colectiva, una
situación concreta, la de los riders, o reparto a domicilio, especialmente
masculinizada.

Debe ser una prioridad garantizar que estos modelos de negocio respeten la
legislación española, reconocer la presunción de laboralidad en todos los casos, y
no únicamente para el sector de reparto a domicilio, para garantizar derechos y
eliminar las situaciones de abuso que afectan de manera singular a las mujeres en el
ámbito laboral.

Proponemos implementar Políticas Públicas con perspectiva feminista que rompan la
discriminación existente entre mujeres y hombres por algoritmos opacos por un lado
y la segregación laboral con la desigualdad retributiva por tarea desempeñada.

CONCLUSIONES y PROPUESTAS
El informe y las recomendaciones para una reforma del sistema de pensiones
aprobadas por el Congreso de los Diputados no ha tenido en cuenta la realidad de
las mujeres en la sociedad, el trabajo o la desigual situación de las mujeres
pensionistas. Nos ha relegado a una recomendación en la que la perspectiva es la
división sexual del trabajo, sin hacer un ejercicio claro de buscar reformas para su
abolición, más allá de llamar la atención a la corresponsabilidad en base a los
permisos parentales y es elocuente cómo elude el protagonismo necesario de las
administraciones y gobiernos. El informe recomienda una visión transversal en la
elaboración de cualquier norma o la adopción de cualquier medida, de modo que el
impacto de género sea un objetivo de análisis específico y destacado.
Recomendación que el propio informe incumple, constriñendo a la mitad de la
sociedad a un epígrafe, evitando el análisis por sexo en el resto de los apartados. El
Pacto de Toledo carece pues de la necesaria visión transversal que recomienda.

En el diseño que se hace tanto de la situación actual como de las posibles
soluciones no compartimos en absoluto que el Congreso limite como única salida a
la feminización de los cuidados los permisos parentales y el fomento de la
corresponsabilidad en al ámbito familiar. Que siendo importante no elimina los
obstáculos para que los cuidados sigan recayendo en el hogar, por lo tanto en la
mujer. Existe asimismo, un olvido absoluto a las familias monoparentales.



Es necesario, imprescindible, que se lleven a cabo políticas para liberar a las
mujeres de las cargas de los cuidados y que las administraciones asuman su papel
con las medidas que proponemos a continuación:

● La reducción de la brecha de las pensiones entre mujeres y hombres como
objetivo transversal para todas las medidas que se adopten para la
sostenibilidad del sistema público de pensiones en cumplimiento de los
principios de solidaridad social y entre generaciones.

● Escolarización de 0 a 3 años universal y gratuita.

● Ratificación del Convenio OIT 189. Equiparar el sistema especial de
empleadas de hogar con el Régimen General para que, además de tener
derecho al desempleo, adecúen las cotizaciones a sus ingresos reales para
una mejor protección en la etapa pensionista.

● Sistema de dependencia: políticas públicas con perspectiva feminista: el
trabajo de cuidados debe pasar de problema individual a objetivo colectivo.
Promover la prevención de la dependencia contemplada pero no desarrollada
en la LAPAD. Alcanzar un 2,5% del PIB para atención a la dependencia con
carácter universal y suficiente.

● Servicios profesionales públicos, con generación suficiente de puestos de
trabajo que no suponga segregación laboral para cuidadoras en el sistema
privado, que es sinónimo de precariedad.

● Frente al tiempo parcial: desincentivar la contratación a tiempo parcial a
cambio de fomentar la conversión de estos trabajos a jornada completa y una
Inspección fuerte que impida la explotación. Permitir a las trabajadoras/es
obtener la pensión de jubilación en su porcentaje máximo.

● Para las trabajadoras del hogar es importante que hagamos incidencia en las
plataformas laborales. Vigilancia de la proliferación de aplicaciones y
plataformas online/Marketplace para realizar contrataciones por horas y que
pueden contribuir a eludir la relación laboral.

● Separar la demanda de los derechos laborales de la aplicación de la ley de
migración es básico para afrontar la explotación laboral a la que están
sometidas estas personas y que no denuncian por miedo a ser expulsadas.
Regularización de la situación administrativa de aquellas personas migrantes
que trabajen estos servicios y ocupaciones declarados esenciales 7

● Deducciones fiscales especiales a empleadoras de empleadas de hogar y
ayuda a domicilio. Consideración de esta actividad como generadora de
riqueza. El gasto generado por la empleadora (salario y cotización) debe dejar
de ser considerado consumo.

● El Estado debe asumir la financiación de las partidas relacionadas con el
nacimiento y cuidado del menor dentro de las políticas de igualdad.

● Dignificar los importes de las no contributivas, objetivo que debe incorporarse
a través de los presupuestos generales o contra el Fondo de Reserva de las



pensiones como política prioritaria para la igualdad de mujeres y hombres de
impostergable interés social.

● Destopar las cotizaciones sociales para que contribuyan en función del salario
sin un máximo, ayuda a la solidaridad de las pensiones más bajas, ocupadas
por mujeres.

● Equiparación de bases medias de cotización Régimen Autónomos y Régimen
General.

● Eliminar programas que incentiven la peor calidad de los empleos de las
mujeres: Excedencias o parcialidad.

● Luchar contra la Economía sumergida para mayor solidaridad del sistema y
salvar de la exclusión a colectivos como las empleadas del hogar y cuidados.

● Las políticas activas de empleo no deben financiarse con cargo a la
Seguridad Social, sino con recursos adicionales para no restar recursos al
sistema.

● Potenciar con el sistema de incentivos el retorno al trabajo de mujeres
desempleadas e inactivas y la conservación en situación de trabajo activo de
las mujeres. Incentivos para que las mujeres de salarios bajos coticen más
allá de los 15 años que les dan acceso a la pensión mínima.

● Revisión del modelo de los cuidados para construir un sistema universal,
público y suficientemente financiado, que implique la puesta en marcha de un
sector de actividad generador de empleo vinculados a las etapas vitales de
mayor necesidad –infancia de 0-3 y mayores

● Corrección de la base de cálculo para el subsidio que se efectúa en base al
último contrato que se haya tenido sin coeficiente corrector en caso de
parcialidad.

● Revalorización del IPREM como índice de referencia acercándolo a las
cuantías del SMI para la garantía de unas rentas mínimas adecuadas.

● Actuaciones dirigidas a combatir los estereotipos y roles de género que
condicionan el acceso al empleo a las mujeres a determinados sectores y
ocupaciones.

● Impulso para incrementar la presencia de mujeres en estudios en áreas de
conocimientos donde estén menos representadas.

● Servicios públicos y medidas de conciliación que posibiliten que las jóvenes
no se vean abocadas a los cuidados de familiares y descendientes.

● Impulsar políticas de empleo dirigidas a favorecer la inserción laboral de las
mujeres con discapacidad para que se reduzca su exclusión y puedan
alcanzar un desarrollo personal que les permita ser autosuficientes.

● Políticas Públicas con perspectiva feminista dirigidas a la economía
digitalizada que rompan la discriminación existente entre mujeres y hombres
por algoritmos opacos y con la segregación laboral y la desigualdad retributiva



por tarea desempeñada.

● Regularización de este tipo de economía de prestación de servicios con un
registro de las existentes y la fórmula real de funcionamiento: empresa o
plataforma colaborativa real en las que las comunidades de trabajadores y
trabajadoras sean las que decidan los criterios de remuneración del trabajo o
los horarios.

● Referenciar los datos desglosados por sexos: pensiones no contributivas y la
tasa de sustitución.

Los servicios y las políticas públicas que olvida el informe son un pilar esencial para
el sistema de cuidados que liberaría a las mujeres de los mismos, ya que
constatamos que es la parte principal de la desigualdad.

Con la propuesta última de la recomendación 17, no podemos más que estar
totalmente de acuerdo. Transversalidad, informes de impacto, datos por sexo y en
definitiva feminismo. Eso sí, lamentamos el cinismo empleado por los redactores del
informe.

Este informe sólo puede observar algunas de las recomendaciones, en concreto
cinco. Contempla el Pacto de Toledo otras medidas (Recomendación n.º 16) que
pueden conllevar una repercusión negativa en las mujeres, como el incentivo a
planes de empleo complementarios y los ahorros personales, destinadas a
realidades lejanas a la de las personas en riesgo de exclusión, con trabajo precario o
no formal y con escasos recursos. Son las empresas que cuentan con un marco de
acuerdo colectivo y fuerte representación sindical las que hacen uso de estas
herramientas de capitalización privada de las rentas de jubilación, y es una medida
que abandona el principio de solidaridad que rige el sistema de pensiones y por otro
lado no es posible a un muy elevado número de mujeres por su realidad laboral y
social, implicando por tanto, aumento de la brecha y desigualdad entre mujeres y
hombres.

Tampoco coincidimos en incentivar el empleo (Recomendación n.º 6) sin acometer
otras medidas paralelas, políticas públicas que eliminen las dificultades de las
mujeres a la hora de incorporarse al mercado laboral porque volveremos a
quedarnos fuera de estas políticas positivas de fomento de empleo o quedaremos
relegadas a fórmulas contractuales que nos permitan conciliar con los cuidados.

De igual modo no compartimos la implementación de la tasa de sustitución
(relacionar la pensión media sobre el salario medio de la persona trabajadora
ocupada). A peores salarios, peores referencias para el cálculo de las pensiones.

Planteamos un cambio del sistema en su conjunto que se sitúa lejos de fomentar la
trampa de la diferencia, de incentivar, motivar y compensar a las mujeres por su
mayor dedicación al hogar, el trabajo doméstico o los cuidados. Muy al contrario, se
hace necesario un cambio de modelo social que requiere de una condición principal
y una visión feminista, y es que apostemos por una sociedad donde no haya ninguna
diferenciación de roles de género y la hagamos real. Eliminar toda división sexual del
trabajo.

Para ello las Políticas Públicas deben ser pensadas coherentemente en su conjunto
y enfocadas a este objetivo social común y el Estado tiene que aplicarlas de manera
transversal. Nuestras propuestas inciden políticamente en el principio de solidaridad



que sostiene al sistema de pensiones, por el cual se apoya a las situaciones menos
protegidas desde las aportaciones contributivas, así como en la obligación de
atender la suficiencia de las pensiones como principio inspirador de la autonomía
personal.

Lamentablemente este informe del Pacto de Toledo carece de compromiso para la
igualdad. Estamos en una sociedad patriarcal en la que sobran los discursos de los
poderes y las instituciones que exigen compromisos de corresponsabilidad a
mujeres y hombres sin mojarse. Avanzar no es hacer declaraciones ni optar por la
autorregulación de las personas, es apostar y tomar las medidas necesarias para
acabar con la desigualdad entre mujeres y hombres.

En definitiva, las recomendaciones hechas por el Pacto de Toledo, de ser coherentes
con la eliminación de todo tipo de desigualdad que acaban reflejadas en las nóminas
de las pensiones y cuya referencia más clara es la brecha del 51,1% entre mujeres y
hombres, debieron apostar por promover procesos de cambio estructurales y
valientes, transversalizar cada medida propuesta con otras que impliquen avances
en la igualdad de oportunidades, esto es, eliminando los obstáculos a los que nos
enfrentamos personal, laboral y socialmente eliminando las diferente posición de
hombres y mujeres como sujetos de las políticas.

Fórum de Política Feminista requerimos un cambio estructural social que ponga fin al
pacto sexual con medidas que fomenten la corresponsabilidad del Estado.
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